
TESIS AISLADA XVIII/2008. 
 
RENTA. EL ARTÍCULO 213 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, AL ESTABLECER 
QUE EL TRIBUTO QUE CORRESPONDE A LOS INGRESOS GRAVADOS EN TÉRMINOS 
DEL CAPÍTULO I DEL TÍTULO VI DE DICHO ORDENAMIENTO, DEBE CALCULARSE SIN 
ACUMULARLOS A LOS DEMÁS INGRESOS DEL CAUSANTE, NO VIOLA LA GARANTÍA 
DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. El mencionado numeral establece la obligación de 
determinar el impuesto que corresponde a los ingresos de fuente de riqueza ubicada en el 
extranjero, sujetos a regímenes fiscales preferentes, sin acumularlos a los demás ingresos 
del contribuyente, con lo que se conmina al causante a calcular dos utilidades o pérdidas 
fiscales y, en su caso, dos resultados fiscales. Es innegable que tal circunstancia implica una 
medición diversa de la capacidad contributiva, pues con ello se obliga al cálculo de dos 
bases gravables en paralelo, excluyendo la posibilidad de disminuir las utilidades de un 
concepto, con las pérdidas del otro. No obstante, ello no implica una violación a la garantía 
de proporcionalidad tributaria, por las siguientes razones: A) En primer término, porque la 
desagregación de los distintos componentes relativos a la medición de la capacidad 
contributiva no se traduce necesariamente en un impuesto mayor a cargo del contribuyente o 
en un impuesto que desatienda dicha capacidad —como acontece cuando se obtenga un 
resultado fiscal positivo, o bien, pérdidas fiscales en ambos rubros—. B) En segundo lugar, 
porque la capacidad contributiva puede ser medida de manera “unitaria” o “global”, pero no 
es ésta la única forma ni es ordenada de manera absoluta por el texto constitucional; 
inclusive la desagregación referida caracteriza a los esquemas tributarios denominados 
“cedulares”, a los cuales no se les relaciona en automático con una medida equivocada de la 
capacidad contributiva, sino que, simplemente, son valorados como una medida distinta de 
dicha capacidad. Así, aunque es claro que se trata de un único contribuyente con un único 
patrimonio, ello no implica que el legislador no pueda discriminar de acuerdo con las 
características del tributo y la forma en que se genera, o que no puedan efectuarse medidas 
diferentes de su capacidad, relacionadas con determinados aspectos de su situación jurídica 
—o con otros factores vinculados a la política fiscal o, inclusive, a finalidades fiscales o 
extrafiscales—, lo cual en cada caso admitirá un análisis particular del juzgador 
constitucional. C) En tercer lugar, porque debe tomarse en cuenta que, tal y como puede 
desprenderse del proceso legislativo que dio origen a la norma reclamada, el legislador 
mencionó claramente su intención, no únicamente de fiscalizar los ingresos mencionados, 
sino de desalentar la inversión en territorios sujetos a regímenes fiscales preferentes, con lo 
cual anunció un criterio que tomó una posición frente a dichas inversiones, como parte de la 
política fiscal seguida por el Estado mexicano. De esta forma, se aprecia que la distinción de 
las rentas provenientes de territorios sujetos a regímenes fiscales preferentes —y, en 
particular, de los ingresos denominados “pasivos”—, separándolas de las demás obtenidas 
en términos del régimen general del Título II de la Ley, forma parte de la política fiscal 
delimitada por el Estado mexicano. Lo anterior, adicionalmente, es acorde con la voluntad de 
México de incorporarse a un organismo como la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico, mismo que ha auspiciado la generación de reglas que combatan la 
competencia fiscal perjudicial que deriva de la tributación a través de vehículos jurídicos que 
aprovechan las condiciones particulares de los regímenes fiscales preferentes. 
 
Amparo en revisión 224/2007. Pepsi-Cola Mexicana, S. de R.L. de C.V. y otra. 5 de 
septiembre de 2007. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Juan 
Carlos Roa Jacobo, Pedro Arroyo Soto, Francisco Octavio Escudero Contreras, Rogelio 
Alberto Montoya Rodríguez y Paola Yaber Coronado.  



 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA 
PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala 
de este Alto Tribunal, en sesión de treinta de enero de dos mil ocho. México, Distrito 
Federal, treinta y uno de enero de dos mil ocho. Doy fe. 
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